Radicación: 660013109003-2020-00059-01
Accionante: Reinaldo González Palacio  
Accionado: Colpensiones
Decisión: Confirma

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
SEGURIDAD SOCIAL / INDEMNIZACIÓN SUSTITUTIVA DE LA PENSIÓN DE VEJEZ / COMPATIBILIDAD CON EL RECONOCIMIENTO DE OTRAS PRESTACIONES / REQUISITOS / EFECTUAR COTIZACIONES POSTERIORES.
El artículo 48 Superior consagra el derecho a la seguridad social, como una prerrogativa de rango fundamental e irrenunciable que debe ser garantizada por el Estado a todos los habitantes del territorio nacional; de su efectiva prestación depende la materialización de otro tipo de derechos, como el de la dignidad humana y el mínimo vital, en especial si se le mira de cara al reconocimiento de las contingencias especiales de invalidez, vejez o muerte…
En ese orden de ideas, puede afirmarse que los dictámenes de PCL constituyen una de las típicas formas en que se alude al derecho fundamental a la seguridad social, básicamente porque lo que busca con estos no es un mero concepto, sino verificar si de aquellos se desprende el eventual cumplimiento de uno los requisitos de base para que el calificado se haga acreedor a una pensión de invalidez…
… teniendo a su vez como sustento el conocido criterio del Máximo Tribunal Constitucional, el cual ha sido enfático al manifestar que, como quiera que los aportes que en materia de pensiones se realizan van encaminados a cubrir las contingencias de invalidez, vejez o muerte, no es posible afirmar que el reconocimiento de una de estas excluye automáticamente las otras, y específicamente en lo relacionado en casos como el actual, donde el afiliado ha recibido una indemnización sustitutiva de pensión de vejez, la Corte no descarta la posibilidad de que con posterioridad le pueda ser reconocida una pensión de invalidez.

“(…) puede afirmarse que quien recibió una indemnización sustitutiva de la pensión de vejez puede seguir cotizando al sistema pensional válidamente con el objeto de cubrir riesgos diferentes, tales como la invalidez. En otras palabras, puede decirse que, actualmente, tanto la jurisprudencia constitucional como laboral, reconocen que las disposiciones sobre indemnización sustitutiva contenidas en la Ley 100 de 1993 y en los Decretos dictados con anterioridad a la misma deben interpretarse de un modo amplio, entendiendo que una persona que ha recibido la mencionada indemnización como sustituto de la pensión de vejez no puede seguir cotizando a efectos de alcanzar este tipo de prestación pero sí para pensionarse por una contingencia diferente, cubierta por el régimen de pensiones”. (…)
Queda claro que bajo ninguna circunstancia una persona que ha recibido una indemnización sustitutiva de la pensión de vejez, renuncia al derecho de pensionarse por alguno de los otros riesgos por los cuales ha cotizado al sistema general de seguridad social, sin embargo, como puede apreciarse, el requisito para acceder a otro tipo de reconocimiento es precisamente que el cotizante, por conservar una capacidad laboral residual, continúe realizando aportes al sistema general de seguridad social. Pero, no ocurre tal cosa en el caso del señor Reinaldo González Palacio…
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ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por parte del señor REINALDO GONZÁLEZ PALACIO, contra el fallo de tutela proferido por el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, mediante el cual negó la solicitud de amparo promovida en contra de COLPENSIONES. 
ANTECEDENTES:
Se extrae del escrito de tutela que el accionante, quien tiene 71 años de edad y múltiples patologías, tiene la intención de iniciar un proceso de calificación de pérdida de capacidad laboral ante Colpensiones, entidad a la cual ha realizado cotizaciones durante toda su vida laboral para cubrir las contingencias de vejez, invalidez y muerte. En ese orden, el 9 de octubre de 2020 radicó ante Colpensiones la solicitud respectiva. 

A pesar de lo anterior, Colpensiones respondió mediante oficio del 26 de noviembre de 2020 que no le realizaría una valoración, teniendo en consideración que él había recibido en el pasado una indemnización sustitutiva de la pensión de vejez, con lo que el accionante considera quebrantados sus derechos fundamentales de petición, seguridad social y mínimo vital.  
Ante las circunstancias anteriormente narradas, el accionante pidió que se ordene a Colpensiones emitir en su nombre dictamen de PCL. 
TRÁMITE DE PRIMERA INSTANCIA:
El Juzgado de primera instancia avocó el conocimiento de la presente actuación en las calendas del 9 de diciembre de 2020, en esa oportunidad ordenó por medio de auto, correr traslado del escrito de tutela y sus anexos a Colpensiones por el término de 2 días, para que ejerciera sus derechos de defensa y contradicción. 
En el interregno antes señalado, se recibió un memorial por parte de la Dra. Malky Katrina Ferro Ahcar, Directora de la Dirección de Acciones Constitucionales de Colpensiones, mediante el cual manifestó que no es posible acceder a las pretensiones formuladas por el libelista, porque en su favor fue reconocida en el pasado una indemnización sustitutiva de la pensión de vejez, siendo incompatible con el trámite solicitado en la actualidad, teniendo en cuenta que esta es una facultad con la que cuenta el afiliado, previa declaración de la imposibilidad de continuar cotizando.  
Además, sostuvo que la parte accionante está desnaturalizando el objeto de la acción de tutela, y que la misma debería ser declarada improcedente. 

Una vez realizado el estudio de la situación fáctica planteada, el Juez Cognoscente resolvió mediante sentencia del 22 de diciembre de 2020 declarar improcedente la solicitud de amparo, al considerar que el accionante tiene a su alcance otros mecanismos de defensa judicial.
IMPUGNACIÓN:
Inconforme con la decisión de primer grado, el accionante presentó impugnación dentro del término oportuno. En el memorial de sustentación de la alzada, el recurrente, además de reiterar los planteamientos formulados en su escrito inicial, señaló que en su caso la tutela sí debe proceder de manera excepcional, por cuanto, como la misma Corte Constitucional lo ha dicho, Vrg. en la Sentencia T281 de 2018, ello resulta viable cuando “el agotamiento de los medios ordinarios de defensa supone una carga procesal excesiva, porque quien la solicita es un sujeto de especial protección constitucional…”; a partir de allí, el Juez debió analizar sus circunstancias particulares como su edad, estado de salud, composición de su núcleo familiar, entre otros. Además, el Despacho A Quo no analizó que la respuesta desfavorable ofrecida por Colpensiones con respecto a su solicitud, se traduce en una vulneración al derecho fundamental de petición. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política y 32 del Decreto 2591 de 1991. 
2. Problema Jurídico: 

En el presente asunto le corresponde a la Sala determinar si le asiste la razón al impugnante al aseverar que Colpensiones viene quebrantando sus derechos fundamentales, de tal manera que deba revocarse el fallo de primera instancia, o si por el contrario el mismo se encontró ajustado a derecho.  
3. Solución: 

De acuerdo con la Carta Política, Colombia es un Estado Social y Democrático de Derecho, lo que se traduce en su concepción humanista, que procura la promoción y mantenimiento de unas condiciones mínimas de existencia de los asociados, acordes con la dignidad de la persona, por ello, el reconocimiento de la primacía de las garantías inalienables del ser humano y el establecimiento de mecanismos efectivos para su protección. La tutela es entonces, un instrumento confiado por la norma Superior en su artículo 86 a los Jueces, cuya justificación se contrae a brindar a quien la reclama la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales que estima han sido transgredidos por la acción u omisión de las autoridades públicas, o de los particulares de manera excepcional, lográndose así que se cumpla uno de dichos fines Estatales: garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución. 
Sobre el derecho a la seguridad social: 

El artículo 48
 Superior consagra el derecho a la seguridad social, como una prerrogativa de rango fundamental e irrenunciable que debe ser garantizada por el Estado a todos los habitantes del territorio nacional; de su efectiva prestación depende la materialización de otro tipo de derechos, como el de la dignidad humana y el mínimo vital, en especial si se le mira de cara al reconocimiento de las contingencias especiales de invalidez, vejez o muerte, en que se requiere el apoyo del Estado para lograr un equilibrio en el ámbito económico, desde el punto de vista de la posibilidad de acceder a los recursos básicos de subsistencia de la persona y su núcleo familiar.

En ese orden de ideas, puede afirmarse que los dictámenes de PCL constituyen una de las típicas formas en que se alude al derecho fundamental a la seguridad social, básicamente porque lo que busca con estos no es un mero concepto, sino verificar si de aquellos se desprende el eventual cumplimiento de uno los requisitos de base para que el calificado se haga acreedor a una pensión de invalidez, precisamente como forma de ingreso fijo para sufragar las necesidades mínimas de quien ha perdido su capacidad para continuar laborando. 
De allí, resulta clara la importancia de obtener una resolución oportuna con relación a ese tipo de asuntos, teniendo en consideración que la emisión del concepto de invalidez es tan solo una de las etapas primigenias a agotar para poder solucionar una serie de disyuntivas que garanticen la congrua subsistencia hacia futuro. 

Bajo dicha égida, la Sala en su línea de pensamiento, ha sido más laxa a la hora de estudiar la procedibilidad de esta acción en asuntos como el que nos concita, esto es, en los que Colpensiones asume una posición, no ajena para esta Corporación, de predicar que existe supuesta incompatibilidad entre un antiguo reconocimiento de una indemnización sustitutiva de la pensión de vejez y la pensión de invalidez a la que eventualmente podría aspirar un afiliado tras un dictamen de invalidez superior al 50%, especialmente cuando salta a la vista, como en esta ocasión, que el solicitante es un sujeto de especial protección constitucional.

Lo anterior, teniendo a su vez como sustento el conocido criterio del Máximo Tribunal Constitucional, el cual ha sido enfático al manifestar que, como quiera que los aportes que en materia de pensiones se realizan van encaminados a cubrir las contingencias de invalidez, vejez o muerte, no es posible afirmar que el reconocimiento de una de estas excluye automáticamente las otras, y específicamente en lo relacionado en casos como el actual, donde el afiliado ha recibido una indemnización sustitutiva de pensión de vejez, la Corte no descarta la posibilidad de que con posterioridad le pueda ser reconocida una pensión de invalidez:  
“(…) puede afirmarse que quien recibió una indemnización sustitutiva de la pensión de vejez puede seguir cotizando al sistema pensional válidamente con el objeto de cubrir riesgos diferentes, tales como la invalidez. En otras palabras, puede decirse que, actualmente, tanto la jurisprudencia constitucional como laboral, reconocen que las disposiciones sobre indemnización sustitutiva contenidas en la Ley 100 de 1993 y en los Decretos dictados con anterioridad a la misma deben interpretarse de un modo amplio, entendiendo que una persona que ha recibido la mencionada indemnización como sustituto de la pensión de vejez no puede seguir cotizando a efectos de alcanzar este tipo de prestación pero sí para pensionarse por una contingencia diferente, cubierta por el régimen de pensiones.

(…) En ese sentido, si bien la accionante manifestó estar imposibilitada para seguir cotizando al sistema al momento de solicitar la pensión de vejez, también tiene razón en afirmar que esta declaración no implicaba una renuncia a todas las demás prestaciones derivadas del sistema general de pensiones lo cual, en todo caso, significaría prácticamente una renuncia a su derecho fundamental a la seguridad social, lo cual es a todas luces inconstitucional. Sin embargo, así parece entenderlo Colpensiones, derivando de ello una decisión abiertamente contraria a la Carta y a la jurisprudencia constitucional, lo cual no sólo implica la afectación del mencionado derecho fundamental sino de otros, tales como los derechos fundamentales a la vida digna y al mínimo vital de un sujeto de especial protección constitucional.”

Queda claro que bajo ninguna circunstancia una persona que ha recibido una indemnización sustitutiva de la pensión de vejez, renuncia al derecho de pensionarse por alguno de los otros riesgos por los cuales ha cotizado al sistema general de seguridad social, sin embargo, como puede apreciarse, el requisito para acceder a otro tipo de reconocimiento es precisamente que el cotizante, por conservar una capacidad laboral residual, continúe realizando aportes al sistema general de seguridad social. Pero, no ocurre tal cosa en el caso del señor Reinaldo González Palacio, de quien se conoce que accedió en el año 2016 a una indemnización sustitutiva de la pensión de vejez, y según consta en el histórico laboral aportado por Colpensiones, NO realizó ningún aporte con posterioridad a esa data. 

Lo anterior, desde luego convierte en un sinsentido el emitir un dictamen de PCL en favor de una persona que, de entrada, se conoce que no podrá acceder a una pensión distinta, como lo sería en este caso la de invalidez, y en vista de ello, la Sala estima que no es necesario ni mucho menos pertinente acceder a las pretensiones formuladas en el escenario de la querella de amparo, y que si el interesado pretende ahondar en análisis jurídicos más profundos, por considerar, en contravía de lo hasta ahora dicho, que él sí sería un potencial beneficiario de esa pensión, lo correcto sería entonces que acuda a instancias de la jurisdicción ordinaria laboral, la cual ha sido diseñada, por excelencia, para resolver ese tipo de debates.  
Los argumentos expuestos hasta ahora, son suficientes para llevar a esta Colegiatura a avalar la decisión de primer grado, por cuanto, a pesar de la admisible condición de sujeto de especial protección del accionante, no emergen razones para acceder a las pretensiones formuladas en esta ocasión.    

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,
RESUELVE:
PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado 3 de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, dentro de la acción de tutela promovida por el señor REINALDO GONZÁLEZ PALACIO en contra de COLPENSIONES. 
SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

LUZ STELLA RAMIÍREZ GUTIÉRREZ

Magistrada
�“La Seguridad Social es un servicio público de carácter obligatorio que se prestará bajo la dirección, coordinación y control del Estado, en sujeción a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad, en los términos que establezca la Ley. (…) Se garantiza a todos los habitantes el derecho irrenunciable a la Seguridad Social. (…)”
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